Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 38 minutos) 
+ Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- "1) Carpeta N* 197/2005. Inmueble empadronado con el N* 6686, ubicado en la 16* Sección Judicial del 
departamento de Canelones. Se desafecta del patrimonio del Estado (MTOP) y se afecta a la Administración Nacional de las Obras 
Sanitarias del Estado (OSE). Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


2) Carpeta N* 205/2005. Directorio del Banco Central del Uruguay. Se determina que el número de miembros será cinco, 
designados en la forma que establece el artículo 187 de la Constitución de la República. Proyecto de ley con exposición del motivos 
de los señores Senadores Enrique Antía y Francisco Gallinal. Distribuido N* 184/2005." 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya disponemos de los repartidos, por lo que estos puntos serán incluidos en el Orden del Día de la 
próxima sesión. 


Por otra parte, la Mesa da cuenta de que el doctor Risso ha remitido una nota solicitando si se le puede esperar para responder 
sobre la responsabilidad penal de los Ministros de Estado, tema sobre el cual fuera consultado, ya que en estos días concurría a un 
Congreso en Colombia. Obviamente, esperaremos a su regreso; hay otros profesores que se han consultado y, además, 
personalmente le pedí que nos dieran su opinión los doctores Cagnoni, Cassinelli y Pérez Pérez. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Sobre el tema del Banco Central, en la carta intención del Fondo Monetario Internacional hay unas líneas 
sobre la estructura. Allí hay un compromiso del Gobierno en cuanto al cambio de la estructura del Banco Central. 


SEÑOR GALLINAL..- ¿Se refiere a la integración también? 
SEÑOR SANGUINETTI.- No, se refiere a la autonomización. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso quedó como punto del orden del día para la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el único punto del Orden del Día: "Carpeta N* 88. Consejo de Economía Nacional. Se 
crea en aplicación del artículo 206 de la Constitución de la República y se determinan su integración y cometidos. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 14/2005." 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: días pasados consulté al señor Ministro de Economía y Finanzas porque se me ocurrió 
sugerir que, en la primera disposición, además de citar la opinión de los representantes los intereses económicos y profesionales 
que representará el Consejo -que es, en definitiva, lo que señala el artículo 206 de la Constitución- se extendiera la interpretación 
de lo que significa "profesional" ateniéndose a las definiciones dadas por la Real Academia y a las realidades que queremos que 
sean consultadas e incorporadas en este Consejo. Por nuestra parte, querríamos que se tuvieran en cuenta, también, los intereses 
sociales y culturales, pues si bien es cierto que están incluidos dentro de los profesionales y económicos, también lo es que, de esa 
manera, se harían más amplios los intereses representados en ellos. Por mi parte, pienso que sería recomendable proceder en ese 
sentido, pero igualmente consulto a los demás integrantes de la Comisión acerca de si entienden que esto sería viable en el 
Consejo de que se trata. 


En consecuencia, propondría que se modificara, no el número total de los integrantes, sino el balance -por decirlo de algún modo- 
de los distintos intereses representados. Concretamente, en el caso de los trabajadores y de los empresarios, sugeriría llevar el 
número a once en cada uno de esos casos; a su vez, mantendría a los tres cooperativistas y elevaría la cifra correspondiente a los 
profesionales universitarios hasta llegar a tres -porque me parece que hay demasiadas profesiones que podrían estar interesadas 
en estar representadas en este Consejo- y elevaría a dos la cantidad de usuarios y consumidores. Ya se verá la forma en que estos 
últimos serán elegidos, pero, de cualquier manera, es interesante que estén representados, pues son intereses distintos de los 
trabajadores y de los cooperativistas. Por último, incluyo tres integrantes por las organizaciones no gubernamentales o 
asociaciones civiles sin fines de lucro que realizan convenios con el Estado; estimo que sería interesante que estuvieran para ser 
una referencia, de acuerdo con las atribuciones que se dan a este Consejo. 


Estas eran las modificaciones que deseaba sugerir. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos quedarían en total? 
SEÑORA PERCOVICH.- El total sigue siendo treinta y tres. 


SEÑOR SANGUINETTI.- No sé si no sería más lógico esperar los informes jurídicos antes de adentramos en una consideración 
particular. 


Sabemos que el Consejo Económico y Social es una institución que nació en la reforma del 34, inspirada en ideas cooperativistas 
muy en boga en la época -no hay ninguna duda de ello- ya que nacieron otras muy parecidas en aquel tiempo; quizás por ese 
mismo origen fue quedando sin efectividad práctica. El tema es saber qué es lo que realmente queremos hacer de esta institución. 
El Poder Ejecutivo, incluso, ha constituido ya otras instancias, por la vía del decreto, que podríamos llamar de diálogo, entre los 
sectores de la vida económica. Entonces, debemos pensar un poco en su conjunto, para ver si estamos superponiendo cosas, si se 


trata de subsumir, en este Consejo Económico y Social esas instancias de diálogo empresarial, sindical, que ya se han abierto y 
están más o menos funcionando, y definir qué es lo que se desea. 


Como planteaba el otro día el señor Senador Abreu, se da también alguna facultad, no sólo consultiva, como puede ser la iniciativa, 
que todos sabemos que tiene un valor relativo y pasa a tener algún valor institucional. Como sucede siempre, me parece que 
contar con una buena teoría resulta ser, normalmente, lo más práctico, y me refiero a qué es lo que queremos hacer. Estimo que 
desarrollar simplemente esto sin una idea cabal de lo que se quiere no es lo más adecuado, aparte de los temas específicamente 
jurídicos que pueden aparecer y aparecerán en el detalle. Asimismo es muy notorio que es difícil establecer una integración 
adecuada, ya que esto depende de cuál es la finalidad. Recordemos que esto nació con una finalidad bastante específica, muy de 
moda en la época: la conciliación y el capital del trabajo, como se llamaba entonces. No sé si hoy sucede exactamente lo mismo. 
La señora Senadora Percovich quiere darle un sentido más amplio, incorporando otros elementos; en aquel momento se trataba, 
básicamente, de lo económico. Sin embargo hoy se trata de otra cosa. También habría que discutir mucho las representaciones en 
función de la verdadera finalidad y la naturaleza que queremos dar a esto. 


Se me ocurre que este tema merecería una cierta reflexión general antes de introducirnos en las particularidades para saber a qué 
se está aspirando realmente. 


En su exposición, el señor Ministro se limitó a expresar su aval al proyecto pero no profundizó mucho en el tema, y nosotros 
tampoco quisimos hacerlo sino que simplemente sobrevolamos la iniciativa sin ahondar en su significado y sin determinar si 
realmente le estamos dando a esto un gran valor institucional, o no. Si es así, será excluyente de otras cosas que hay por otro lado; 
de lo contrario, tendríamos que repensar qué se pretende hacer. 


Simplemente quería hacer esta reflexión de carácter general para que quede en el pensamiento de los señores Senadores. 


SEÑOR ABREU.- Voy a expresar algo que va en el mismo sentido de las reflexiones que se hicieron a continuación de algunas 
manifestaciones formuladas en la sesión en que compareció el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Hay dos temas que nos preocupan netamente, más allá de la conveniencia o no de la existencia de una superposición institucional 
de entidades vinculadas a temas comunes. Uno de ellos es el relativo a las competencias y, en ese sentido, los señores Senadores 
recordarán que traje a colación la opinión del doctor Cassinelli, que obtuve de un libro suyo publicado como cátedra, sobre la 
interpretación de la competencia consultiva, en el que da cierta visión restrictiva. Esto quiere decir que la capacidad de iniciativa 
propia estaría limitada en virtud de las disposiciones constitucionales. Este de por sí es un tema que en este caso se excepciona, 
porque si bien la Constitución no lo establece expresamente, lo hace por medio de otra disposición, en los casos en que 
comparezca por uno o más miembros en las Comisiones legislativas. En este caso, podría haber una excepción. 


También tendríamos que tener en cuenta que si esta participación no es de carácter consultivo, comienza a superponerse con otras 
instituciones que están trabajando en el ámbito institucional. Entonces sucede que a veces, debido a una excesiva participación, 
podríamos estar deteriorando o afectando los procesos de toma de decisiones que son parte, entre otras cosas, de la eficiencia de 
la actividad política. Digo esto porque en el artículo 4% -y este es el otro tema que me gustaría analizar- cuando se habla de 
coordinación del Consejo con el Estado, se dice: "El Poder Ejecutivo establecerá los Ministerios que enviarán representantes con 
VOZ pero sin voto". Quiere decir que, según su voluntad, el Poder Ejecutivo podrá hacerse representar por todas los Ministerios o 
por algunos pocos, en función de determinadas competencias exclusivas que por ahora no sé cómo va a determinar. 


En resumen, los representantes del Poder Ejecutivo participarán en las reuniones con voz pero sin voto. Además, en el inciso final 
se establece que esto se hará "en ocasión de los pronunciamientos más trascendentes", por lo que habría que ver quién decide la 
trascendencia de los temas, porque luego de definirla -tal como se establece al final del inciso- se determina que el Estado estará 
representado por sus máximas jerarquías. 


En consecuencia, de acuerdo con la reglamentación o la trascendencia de los temas según se pueda definir, esto no solamente 
podría ser un Consejo sino además un órgano con participación obligatoria de Ministros, lo que termina siendo una especie de 
extensión de un eventual Consejo de Ministros, porque aunque los titulares de los Ministerios no tengan voto, sí tienen voz. 


En términos institucionales, esto supone una superpoblación de organismos que puede terminar, para el gobierno que sea, en un 
crecimiento de la capacidad de conflicto y de discusión de los temas, sin que el propio Estado o el Poder Ejecutivo tengan la 
posibilidad de pronunciarse, ya que no tienen derecho al voto. Entonces, nos asalta esta preocupación, tanto en lo relativo al 
ámbito de las competencias como en lo que se calificará como "trascendente", que parecería que tiene cierta difusión conceptual 
que no sabemos cómo se va a precisar. En cuanto a esto, creo que se podría ajustar la ley -si acompañamos el proyecto- o definir 
en forma concreta por medio de la reglamentación. 


Quería hacer esta reflexión porque aunque el Poder Ejecutivo emitió un pronunciamiento positivo -y a continuación voy a hacer una 
valoración personal- no percibí entusiasmo como para poder transferirnos cierta empatía en el acompañamiento de este proyecto 
de ley. Quizás sea por razones de economía procesal, por tiempo o por lo que fuere, pero por la experiencia que hemos tenido en 
el Senado, uno sabe cuándo el Poder Ejecutivo le pone energía a las cosas o simplemente deja que la inercia política derive en 
tratamientos en otros ámbitos del Estado. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo que me terminó de convencer sobre este tema fue el entusiasmo y el calor con que el señor Ministro Astori 
defendió el proyecto en la Comisión. 


A su vez, no dejaría pasar la oportunidad de aprobarlo en vísperas del Presupuesto nacional, puesto que me parece que perdería 
sentido considerar este proyecto después de aprobado el Presupuesto. Creo que hasta en eso coincidimos con el señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR MICHELINI.- Tenemos experiencia en cuanto a que, cuando hay intereses corporativos contrapuestos en la sociedad, 
cuando se los pone en una misma mesa, lo que en general ocurre, en los hechos, es que van mucho más a la media y se moderan. 
Hay algunas experiencias internacionales que avalan la iniciativa que el propio señor Ministro de Economía y Finanzas impulsó, 
junto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el sentido de lograr el compromiso entre las partes, ya que sólo con pactos 


O acuerdos muy fuertes entre los generadores de la riqueza se pueden construir escenarios que generen certidumbres que, países 
con economías que no tienen el suficiente dinamismo, no pueden generar. En una situación de incertidumbre de cualquier tipo, la 
economía no florece; cuando la certidumbre es grande, a las economías les va mejor. Hay países o regiones en que la certidumbre 
del lucro es tan grande que los niveles de inversión son muy fuertes, independientemente de otros conflictos; pero si las inversiones 
no manejan esos niveles de ganancia tan importante, se necesita generar certidumbres en toda la cadena y en todo el proceso 
productivo. 


Algo de esto es lo que estamos intentando hacer con el compromiso que lanzó el propio señor Ministro de Economía y Finanzas 
junto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Naturalmente, cuando se plantean estas cosas hay mucho entusiasmo, pero 
la incertidumbre de si realmente se estará a la altura de las expectativas. 


Seguramente este proyecto es perfectible y creo que se puede esperar una semana para que nos envíen los informes solicitados; 
pero con esta estructura jurídica se pretende poner a las partes alrededor de una mesa a fin de que asuman las responsabilidades 
en cuanto a algunos de los objetivos planteados, pero que lo hagan en forma colectiva. Después se verá si hay que tener presencia 
permanente o no, si hay que tener voto, como alguien lo ha expresado, aunque personalmente creo que no se debe hablar de voto 
por parte del Estado cuando se trata de un consejo, una consulta o una voz de las partes que tendrán que ponerse de acuerdo, 
dado que quienes están en el proceso productivo tienen la mayoría más importante, tanto de trabajadores como de empresarios. 


Las modificaciones que la señora Senadora Percovich realiza, si bien pueden ser sustanciales a la realidad de hoy, no lo son para 
modificar el hecho de que los trabajadores y los empresarios lleven el grueso de los miembros de este Consejo. 


Reitero que estamos abiertos a que se hagan modificaciones, consultas e, incluso, propuestas, pero en el correr de la próxima 
semana queremos darle a este tema media sanción en el Senado de manera de llevar a la práctica la experiencia correspondiente. 
Creemos que muchos de los problemas se podrían haber evitado si las partes se hubieran puesto de acuerdo con los objetivos de 
sacar adelante al país. 


Quizá este instrumento sea mejor, y quizá el establecido en la Constitución estaba inspirado en aspectos corporativos más fuertes 
de los que hoy existen en la sociedad uruguaya; pero también puede suceder que esto termine potenciándolo. 


Creemos que la experiencia es válida e incluso pensamos que lo que se está haciendo a nivel de Gobierno podría ser beneficioso. 
En el mismo sentido, recuerdo que cuando se consideró el Congreso de Intendentes en el Parlamento, muchos Legisladores tenían 
dudas respecto a cómo se plasmaría luego en la Constitución un órgano que no tenía un orden jurídico, en el que cada Intendente 
representaría a su departamento pero juntos a la Nación, cuando cada Intendente podría estar representando, además, intereses 
corporativos de los propios municipios. Lo cierto es que, aunque algunos puedan decir que no, la experiencia del Congreso de 
Intendentes fue más rica de lo que se esperaba. Quizá en otros países la experiencia pueda resultar negativa, como por ejemplo en 
España en donde los "varones" -como se le denomina en la jerga popular a las figuras más importantes de cada una de las 
gobernaciones provinciales- tal vez puedan ver acrecentado un poder que no es bueno incrementar aún más; lo correcto sería que 
la sociedad tuviera capacidad de repartirlo. 


Me parece que esta idea puede dar resultado, pero debemos trabajarla. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión me lo permiten, desearía hacer algunos comentarios. 


En lo que tiene que ver con que esto tenga un resabio corporativista, debo decir que eso ya lo conversamos alguna vez. La 
Constitución de 1934, aunque lo que procuraba era prolongar el mandato del dictador Gabriel Terra, que había dado un golpe de 
Estado, en su parte dogmática fue sumamente importante puesto que estableció los llamados derechos económicos y sociales, que 
representaron un salto en el Uruguay. Reitero, sin embargo, que en una disposición transitoria -como hacen a veces las dictaduras- 
escondieron que, en realidad, lo que querían era que Terra siguiera en el Gobierno. 


De todas formas, este no era el traslado de un resabio ni de nada parecido al corporativismo fascista, que supone un órgano estatal 
corporativo, o que procure incluir corporaciones pretendiendo sustituir a los órganos del Estado. Este fue también el régimen de 
Salazar en Portugal, llamado Sistema Nacional Corporativista, y el sistema de Franco -que tuvo en el Uruguay bastantes cultores, 
por cierto- que se llamaba Sistema Nacional Sindicalista pero que, en definitiva, era un sistema corporativista. Fue un Sistema que, 
dentro de un panorama de derechos económicos y sociales, intentó establecer que la sociedad civil tuviera una representación no 
errática sino fluida. 


La Constitución establece que debe estar integrado por los intereses económicos y profesionales ¿Para qué? Para que el Estado, 
con su Partido, con su Gobierno, maneje la relación con los organismos privados. 


Por otro lado, la naturaleza jurídica es muy clara y despeja ese tema. En la exposición de motivos se establece: "De ahí que 
tratando de conjuntar todas estas reflexiones el proyecto establece un consejo netamente privado en su integración orgánica", por 
lo que la intervención de los miembros estatales es sin voto. ¿Por qué? Para buscar la mejor relación entre la sociedad civil y el 
Estado, lo que se viene tratando de solucionar desde el siglo XVIII. Entonces, como primer punto, creo que está muy bien hecho. 


En segundo lugar, acá se ha hablado de la espera de dictámenes jurídicos. Estuvimos un mes y medio esperando a que pudiera 
venir el Ministro porque la Comisión no aceptó que viniera el Subsecretario, pero no se pidió ningún dictamen jurídico a nadie. Debe 
haber una confusión con el tema de la responsabilidad de los Ministros. Si ahora se quiere pedir uno yo, sinceramente, no lo voy a 
apoyar. Me parece que a esta altura, después de un año y medio de planteos, no corresponde. 


En este sentido, quiero hacer un poco la historia del proyecto. Antes de las elecciones hubo un año y medio de planteos y de 
explicaciones llevados a cabo en la Sala 17, ubicada en el Edificio Anexo del Poder Legislativo; se citó a todas las organizaciones 
sociales y económicas y hubo una manifestación pública muy grande, donde el proyecto que se distribuía era éste. Entonces, 
podemos pedir informes ahora, aunque creo que no es necesario pedirlos ya que todos tenemos una opinión formada con respecto 
al tema. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Fue un error mío; me confundí con el otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En tercer lugar, la naturaleza jurídica está muy clara; no sólo está definida en el proyecto, sino también en 
la exposición de motivos. Hablo con conocimiento de causa porque había un proyecto original que yo modifiqué -un borrador- que 
se refería a que los miembros del Estado eran parte del Consejo de Economía Nacional. La idea de algunos economistas era que 
funcionara mejor y que las opiniones salieran con conocimiento oficial. Esto ha cambiado; para que quede claro, es la sociedad 
civil, representada en la mayor medida posible. 


Por último, en cuanto a la existencia de superposición, es una consideración que se puede hacer, pero en este país desde 1948 
existen el Instituto Nacional de Colonización, la Corporación Nacional para el Desarrollo y otra cantidad de instituciones. También 
desde que yo recuerdo, existen los Consejos de Salarios, en donde conversan los trabajadores, los patrones y el Estado. De modo 
que tal vez haya una superposición, pero puede ser que esto sea lo mejor para tener un asesoramiento. 


Se ha hecho un planteo respecto a qué quiere decir "casos trascendentes", en los cuales los Ministerios, en lugar de mandar 
representantes, enviarían a las altas jerarquías. Más o menos, todos sabemos cuáles son los temas trascendentes, pero se podría 
establecer en una reglamentación. 


El último artículo del proyecto, como es habitual, dice que se reglamentará. Este artículo sería inútil, salvo porque en este caso se 
pone un plazo para implementar la reglamentación. Todos saben que el artículo 168, numeral 4, le permite al Poder Ejecutivo 
reglamentar, pero nosotros le agregamos un plazo. 


Quiero decir que no es verdad que el Poder Ejecutivo no esté interesado en el proyecto. Hemos hecho una reunión a efectos de 
que se tenga bien en claro que el Poder Ejecutivo quiere que este proyecto sea aprobado. Ojalá saliera antes del envío del 
Presupuesto, pero puede resultar difícil que las distintas organizaciones sociales logren nombrar en el tiempo que falta a sus 
representantes. Si lo hacen, serán escuchados con anterioridad; de lo contrario serán recibidos en las Rendiciones de Cuentas y 
cada vez que haya situaciones económicas importantes. 


SEÑOR GALLINAL.- Tengo entendido que el señor Presidente señaló en la última sesión que fue uno de los redactores del 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, y también de la exposición de motivos en forma íntegra. 


SEÑOR GALLINAL.- No tengo ninguna duda de que el Poder Ejecutivo esté detrás del proyecto porque, efectivamente, durante la 
campaña electoral se habló mucho de esto. Además, creo que un proyecto de las mismas características, o parecidas, se presentó 
en la Legislatura anterior. No vi un gran calor y una gran motivación en el señor Ministro de Economía y Finanzas que, sin dudas, 
es un involucrado absolutamente directo en esta temática, aunque ello no hace al fondo de la cuestión. Sí he señalado que creo 
que tiene validez el proyecto en tanto -y por eso me desmotiva lo que ha dicho el señor Presidente- tenga vigencia para este 
Presupuesto. Más aún; creo que la manera de solucionar el cuestionamiento -que con todo fundamento hacía el señor Senador 
Abreu, en el sentido de cuáles son, de acuerdo con el artículo 4%, los más trascendentes- sería referirlos en ocasión de los 
pronunciamientos establecidos en el artículo 6%, porque me parece que esos son, precisamente, los más trascendentes. 


La pregunta que quería hacer al señor Presidente -que se la formulé al señor Ministro Astori pero prefirió no ingresar en conceptos 
jurídicos- es por qué, si además no lo establece la Constitución de la República a través del artículo 6%, se le da carácter preceptivo 
a la opinión del Consejo Nacional de Economía en ocasión de la elaboración de los presupuestos y de las rendiciones de cuentas. 
Hago esta pregunta, puesto que la mayoría de la fuerza política estaría dispuesta a quitarle el carácter de preceptivo; además, a mi 
juicio no correspondería, en una ley que reglamenta un artículo constitucional, ir más allá de lo que establece la propia Constitución 
de la República. 


A la vez, dentro de la misma pregunta, consulto si no correspondería, también, establecer esa consulta en el ámbito del Poder 
Ejecutivo. Digo esto porque no me parece que sea el Poder Legislativo quien tenga que consultar necesariamente al Consejo de 
Economía Nacional, ya que desde siempre el Poder Legislativo ha escuchado a quien ha querido pronunciarse sobre un 
Presupuesto nacional o sobre una Rendición de Cuentas, no solamente a nivel público sino, también, en la esfera privada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que es una apreciación política; lo dijo el señor Senador, en cuanto a que no le vio mucho 
entusiasmo al señor Ministro de Economía y Finanzas, porque él vino y dijo que el Poder Ejecutivo era partidario de que esto se 
aprobara. Después de un mes y algo que se rechazó por parte de esta Comisión la concurrencia del señor Subsecretario, porque el 
señor Ministro estaba en Japón, al titular de la Cartera le pareció que con eso bastaba. Luego que él se pronunció esperé que se le 
hicieran determinadas preguntas y, sin embargo, podríamos decir que las consultas fueron un poco elementales. Aclaro que esta es 
una apreciación política que hago en forma personal. 


En segundo lugar, el que tenga necesidad de brindar asesoramiento imprescindible deriva de una distinción muy conocida en 
materia de dictámenes -los asesoramientos son dictámenes- entre los que son obligatorios y los vinculantes. Como es sabido, 
obligatorio es que se haga y vinculante es lo que obliga al que consultó a seguirlo. Lo que establece la Constitución es que tiene 
carácter consultivo y nada más. Entonces, la ley puede establecer que esas consultas deban hacerse o no, pero lo que no podría la 
ley, porque violaría la Constitución, es establecer que lo que diga es obligatorio. Además, el proyecto no dice que los dictámenes 
sean vinculantes. 


Quiero aclarar algo que se ha reiterado bastante, incluso en mi fuerza política: no es Consejo Nacional de Economía, sino Consejo 
de Economía Nacional, que es el nombre que le da la Constitución. 


En tercer lugar, deseo que este Consejo de Economía Nacional pueda pronunciarse para este Presupuesto. Esto no es fácil, pero 
una de las maneras de que así ocurra es que lo votemos hoy y lo enviemos rápidamente a la Cámara de Representantes. Ahora 
bien, si no hay ambiente para eso, propongo que se incluya en el orden del día del próximo martes, pero insisto en que es muy 
sencillo. No vamos a creer que el Uruguay se la juega en este próximo Presupuesto -si bien es tremendamente importante- porque 
habrá otros Presupuestos que serán proyectados por nuestra fuerza política u otra -espero que sea la nuestra- y también habrá 
otras Rendiciones de Cuentas. No sé que fuerza política hará el próximo Presupuesto dentro de cinco años, pero sería también 
muy importante que el Consejo de Economía Nacional estuviera. 


La única manera de lograrlo -y si las organizaciones representativas consiguen, elegidos sus miembros, que en este Presupuesto 
fueran escuchados- es que hoy lo pusiéramos a votación. Me parece que lo mejor sería votarlo por lo menos en general, y si se 
quiere hacer alguna modificación, hacer un compás de espera hasta el martes. Esto es lo que yo digo respecto a si hay o no 
entusiasmo por parte del Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo quiere que esto ocurra porque es mucho menos errático estar escuchando las pretensiones de todos los grupos 
socioeconómicos y hasta culturales, que hacerlo a través de un organismo más o menos representativo de la sociedad. Creo que 
esto es más razonable y ordenado e, incluso, en muchos países en donde lo han experimentado, aparentemente ha dado 
resultado. 


Esto es lo que quería manifestar respecto a la pregunta formulada. Si hay ambiente en la Comisión, lo pondríamos a votación. 


SEÑOR ABREU.- Quizás no he planteado la pregunta con la debida claridad, pero ya que usted no sólo inviste su calidad de 
Legislador, sino de miembro informante y autor del proyecto -o sea, mejor que la fuente- no vamos a pedirle al doctor Cassinelli su 
interpretación. Pero insisto en la pregunta -más allá de lo vinculante o no- en cuanto a la palabra consultivo que establece la 
Constitución, ya que parecería que consultivo quiere decir que es consultado y no autoconsultado, y si es consultado, lo es por 
alguien. Esa es una explicación restrictiva como la que surge claramente de lo que dice el profesor Cassinelli: que en principio no 
podrá actuar en forma decisoria ni en forma espontánea, sino que actuará expresando opinión cuando sea consultado. Hay una 
excepción a esto, que se prevé en el artículo 207. El Consejo de Economía Nacional puede hacer sostener su punto de vista ante 
las Comisiones Legislativas por uno o más de sus miembros. Este sería un caso en el cual excedería el carácter meramente 
consultivo para tener una función de promoción de un proyecto de ley que esté de acuerdo con su punto de vista o de freno 
mediante la argumentación en contra de un proyecto de ley que se dirija a una solución distinta de la que sostenga el Consejo de 
Economía Nacional. 


Esta es la interpretación que surge. Obviamente, el señor Senador Korzeniak podrá interpretar al doctor Cassinelli, pero eso es lo 
que recojo en su escrito que dice que es consultivo y, por lo tanto, tiene la limitación de que nadie que no sea consultado emita una 
opinión ya que, de lo contrario, puede invocar su condición de autoconsultado. Hago esta apreciación para aclarar cuál es el 
alcance y la posición de la Cátedra o parte de ella, respecto al comentario académico de las disposiciones constitucionales y lo que 
se incorpora como proyecto de ley, como un articulado que eventualmente podría tener una visión distinta de la interpretación que 
hace parte de la Cátedra. 


Esa es la primera aproximación; no me ha quedado claro y en su momento se podrá recoger esta posibilidad. 


Respecto a la segunda apreciación, le preguntamos al señor Ministro de Economía y Finanzas cómo iba a hacer funcionar esto en 
consonancia con las Comisiones Sectoriales de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que existen, donde están representados 
los trabajadores y las empresas públicas y privadas según lo dice, si no me equivoco, la Constitución de la República. Entonces, el 
señor Ministro nos dijo que no era una visión descartable, pero esto significaba que seguían con la idea de Consejo de Economía 
Nacional. Creemos que también es bueno que lo que existe en la Constitución de la República funcione; me refiero a las 
Comisiones Sectoriales, que son representativas, que incluso pueden ser convocadas en ocasiones específicas, según lo estime 
pertinente el Poder Ejecutivo. Me gustaría saber si es posible la convocatoria de estas Comisiones Sectoriales. 


Recuerdo -vuelvo a insistir- que con relación a la convocatoria respecto del tema del MERCOSUR -en aquella oportunidad 
estuvieron representados todos los partidos políticos- parecería que esto, aun cuando se dice que no es sustitutivo, sería prioritario 
frente a la convocatoria. Eso se verá; no lo vamos a decir nosotros, sino que, simplemente, durante esos cinco años analizaremos 
cómo coexisten las competencias y el ejercicio de las competencias constitucionales en la convocatoria de las Comisiones 
Sectoriales y en el funcionamiento del Consejo de Economía Nacional. Este no es un tema que podamos adelantar. 


Esta es mi preocupación, no en la superposición, sino en la creación de los distintos organismos. Quizás el exceso de 
representación deliberativa en muchos temas pueda afectar la eficiencia en la ejecución y en la conducción de las políticas. Eso 
también lo dirá el tiempo y, por suerte, la democracia va a permitir -más allá de la inspiración fascista de la Constitución de 1934- 
que los que pierdan o ganen la elección sean los que puedan decir si se cumplió o no con los objetivos de la ley. 


Entonces, planteé mi pregunta sobre el tema e hice una reflexión constructiva. Ahora, nosotros no vamos a estar haciendo un juego 
de forzamiento para discutir el tema porque, entre otras cosas, la coalición de gobierno y el partido oficialista tienen la mayoría 
suficiente como para impulsarlo, y si lo creen necesario, los vamos a acompañar. Nos gustaría ver en el momento en que se 
discute el Presupuesto Nacional por cinco años ese entusiasmo, obviamente reconocido -más allá de la falta de "sanguinidad" del 
Ministro en defensa del proyecto, creo que el entusiasmo político existe y nos parece muy bien- por un tema como es un instituto de 
esta naturaleza, planteado ya hace dos o tres Legislaturas, y si hay un verdadero interés político, con las mayorías existentes, para 
que en quince días esté aprobado. Desde ya digo que así como se aprobó el proyecto del Ministerio de Desarrollo Social en una 
semana, nosotros hoy podemos levantar las manos para aprobar este y ver cuál es el entusiasmo político que puede tener el 
Gobierno para aprobarlo en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, de acuerdo con la última intervención del señor Senador Abreu, voy a proponer, 
concretamente, que se vote hoy. Aclaro que esta propuesta surgió de lo dicho por el señor Senador. Si las organizaciones sociales 
logran designar su representante, podrán ser oídos. 


En segundo término, lo que dice el doctor Cassinelli es lo que todos decimos: leer la Constitución. Es un organismo consultivo y 
honorario, pero que está previsto que pueda ser oído por las Comisiones Legislativas. Acá nadie dice si es oído por el Poder 
Ejecutivo, por las Comisiones o por el Plenario; lo que se dice es que la reglamentación está para establecer cómo se hace. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 206. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, el 206 y el 207. Este último dice que podrá hacer oír su punto de vista en las Comisiones, ya sea por 
escrito o dirigirse a los Poderes. Puede ser que desde un organismo se diga que no le gustaría que salga la ley así o que este 
artículo del Presupuesto no sea así. Hoy se preguntó de pasada por qué era el Parlamento y no el Poder Ejecutivo. El proyecto no 
dice que sea el Parlamento o el Poder Ejecutivo, sino que serán oídos, necesariamente, en estas dos ocasiones importantes. 


Entonces, el Parlamento no puede aprobar o no debe aprobar leyes inconstitucionales; no se va a hacer una reglamentación 
inconstitucional. Eso es a lo que aspiramos. 


Esa es la respuesta. Por otro lado, este tema lo he consultado varias veces con el doctor Cassinelli, y él conmigo. Lo hemos 
hablado porque pertenecemos a un mismo Instituto. 


SEÑOR ABREU.- Los dos me trasmiten la confusión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es posible, pero eso depende del grado de entusiasmo con el cual se busque entender. 


Quiero aclarar que contesté porque me hicieron una pregunta; no soy miembro informante. Simplemente, trabajé mucho en este 
proyecto, hice la exposición de motivos e hice algunas correcciones al texto. 


SEÑOR ABREU.- He escuchado con mucha atención al señor Presidente, recibí su opinión y quiero dejar constancia de que su 
explicación no me resulta satisfactoria. 


SEÑORA PERCOVICH.- El artículo 6* dice: "el Consejo de Economía Nacional será necesariamente oído en oportunidad de la 
elaboración de los Presupuestos y de las Rendiciones de Cuentas". Es decir que en estos casos el Poder Ejecutivo necesariamente 
debe recibir la opinión de este organismo. 


Me parece que este es un aspecto importante, porque cuando llega el Presupuesto al Parlamento, son pocas las modificaciones 
que le podemos hacer. Reconozco que el texto no lo dice, pero es un aspecto especialmente importante que yo daba por sentado. 
Nunca se me ocurrió que se pudiera haber pensado en el Poder Legislativo; la idea era que asesorara al Poder Ejecutivo y por eso 
me importaba que la integración fuera lo más representativa posible de todos los intereses de la sociedad, porque el carácter con el 
que está en la Constitución quizás responde a intereses que eran los más organizados en su momento, pero actualmente hay otros 
que deben ser también oídos en los temas presupuestales y que no tienen tantos ámbitos para expresarse. Por lo tanto, me parece 
especialmente interesante que sientan que se abre un nuevo ámbito. Incluso, estoy de acuerdo en que debe aprobarse lo antes 
posible porque, más allá de que se han creado múltiples ámbitos -y, afortunadamente, trabajadores y empresarios hoy pueden 
expresarse en las negociaciones de los Consejos- hay sectores que no están representados por las organizaciones de trabajadores 
o de empresarios. Además, en el Presupuesto Nacional hay muchas visiones que deben ser contempladas. 


Comparto que las Comisiones Sectoriales también pueden ser creadas con intereses específicos. Los cooperativistas siempre han 
pedido acudir a una Comisión Sectorial, la que nunca se instaló, pero es un ámbito muy específico para, por ejemplo, el tratamiento 
del proyecto de ley marco que ellos tienen. Sería interesante que para todos los temas, en ese espacio, hubiera una Comisión 
Sectorial. El hecho de que estén integrados todos los intereses económicos, sociales y culturales de la sociedad, me parece de una 
riqueza muy importante y una profundización democrática que, como dijo el señor Ministro Astori, es muy interesante, sobre todo 
frente a la responsabilidad de aprobar un Presupuesto quinquenal y los sucesivos ajustes que se le van haciendo en las 
Rendiciones de Cuentas. 


En definitiva, comparto que sería importante aprobar este proyecto lo antes posible y reitero las propuestas de modificación que 
hacía. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero insistir en lo que tiene que ver con el asesoramiento preceptivo que se establece en el artículo 6%. Me 
queda claro que no se está estableciendo un asesoramiento vinculante. Bueno sería que tanto el Poder Ejecutivo como el 
Legislativo vieran limitadas sus posibilidades de expresión por un asesoramiento vinculante en temas referidos al Presupuesto 
Nacional o a las Rendiciones de Cuentas. La Constitución de la República no establece que el Consejo de Economía Nacional sea 
necesariamente escuchado por los Poderes del Estado. 


La interpretación lógica del artículo 6” es que necesariamente debe ser escuchado por el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, 
porque establece "en oportunidad de la elaboración de los Presupuestos y de las Rendiciones de Cuentas". Los Presupuestos y las 
Rendiciones de Cuentas se elaboran en el ámbito del Poder Ejecutivo y también en el del Poder Legislativo, en ocasión de su 
tratamiento. 


Además, como muy bien señalaba el señor Senador Abreu, en el inciso segundo se dispone que podrá emitir informes por propia 
iniciativa. Por su parte, en el artículo 4% se dispone que en ocasión de los pronunciamientos más trascendentes del Consejo de 
Economía Nacional, los organismos que allí se definen tendrán que estar representados por sus máximas jerarquías. Por lo tanto, 
tienen iniciativa propia y ellos mismos pueden definir cuáles son los pronunciamientos más trascendentes, en cuyo caso tendrán 
que presentarse, repito, las máximas jerarquías, es decir, los Ministros, el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, los 
Presidentes de las Cámaras Legislativas y del Congreso de Intendentes. En definitiva, cuando por propia iniciativa el Consejo de 
Economía Nacional dispone que hay un pronunciamiento trascendente, necesariamente tiene que ser escuchado por los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo. Me parece que se está yendo más allá de lo que dispone la Constitución de la República. Por ejemplo, el 
inciso tercero del artículo 202 de la Constitución establece: "Los Entes de la Enseñanza Pública serán oídos, con fines de 
asesoramiento, en la elaboración de las leyes relativas a sus servicios, por las Comisiones Parlamentarias. Cada Cámara podrá 
fijar plazos para que aquéllos se expidan". En este caso se establece que necesariamente los Entes de Enseñanza tienen que ser 
oídos por las Comisiones parlamentarias en temas vinculados a sus competencias. No es lo que dispone el artículo 207 respecto al 
Consejo de Economía Nacional. 


De modo que cuando llegue la instancia correspondiente, nos vamos a permitir proponer a los integrantes de la Comisión o al 
Senado que no se establezca ese carácter preceptivo, que nos parece va más allá de las disposiciones constitucionales, lo cual 
además se contrapone con lo que acabamos de leer con relación a los organismos de la enseñanza. Esto último nos parece 
correcto porque forman parte de la propia estructura del Estado y porque es lógico que la representación de la sociedad que está 
en el Parlamento -y que supuestamente también puede estar en estos organismos autónomos- sea necesariamente escuchada en 
temas de su especialidad. 


Es cuanto teníamos para señalar con respecto a la coordinación necesaria que tiene que existir entre los artículos 4% y 6% del 
proyecto, y el 207 de la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión me permiten, diré que creo interpretar el sentir del Cuerpo para aprobar 
hoy la iniciativa en general -lo cual, a mi juicio, surgía de lo planteado por el señor Senador Abreu- en el entendido de que para la 
próxima sesión vamos a recibir alguna corrección. De hecho, hay una de la señora Senadora Percovich y dos que acaba de 
proponer el señor Senador Gallinal. Luego la volveríamos a analizar en un tratamiento más particular, teniendo en cuenta que en 
las Comisiones no hay reglamento que refiera a lo general y a lo particular. Como he escuchado manifestaciones respecto de que 
sería bueno que se hiciera todo antes del Presupuesto, si hay acuerdo la votaríamos o, en su defecto, la daríamos por aprobada en 
general y posteriormente se traerían estas propuestas para que sean discutidas y votadas como primer punto del orden del día de 
la próxima sesión. Propongo esta idea como una salida posible. Si no se desea proceder de este modo, se podría incluir el tema 
como primer punto para la próxima sesión y en esa ocasión se discutiría y votaría, que es lo que, adelanto, voy a proponer que se 
haga, a opción de lo que los miembros de la Comisión entiendan conveniente. 


SEÑOR ABREU..- Estimo que la segunda alternativa es la más lógica. Mientras nosotros vamos haciendo algún tipo de elaboración 
y consulta -incluso laterales- quedaría a consideración para la próxima sesión, oportunidad en que vendríamos con los aportes 
correspondientes para votar en consecuencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si todos los miembros de la Comisión están de acuerdo con el procedimiento sugerido. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo estoy de acuerdo, señor Presidente, pero si se va a trasladar para la próxima semana, quisiera dar mi 
opinión en el sentido de que las propuestas de la señora Senadora Percovich de aumentar en algunos miembros los profesionales 
e incorporar a las organizaciones no gubernamentales -lo que me parece bien- no deberían ir en detrimento de reducir la 
representación de los empresarios o de los trabajadores, porque seguramente el proyecto intenta que haya un abanico importante 
de unos y otros, y no sería bueno que comenzáramos dejando fuera algunos sectores. 


Planteo esta inquietud para que reflexionemos sobre ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En resumen, vendría una propuesta sobre la integración y una sobre la intervención preceptiva o no 
preceptiva en la hipótesis manejada. 


En consecuencia, queda planteado como primer punto del orden del día de la próxima sesión, no con el compromiso asumido pero 
sí con la idea de que se va a votar el martes venidero, en virtud de que todos los miembros de la Comisión han manifestado la 
intención de que se trate antes del Presupuesto. 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 36 minutos) 
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